EL SENADO Y LA CÁMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES SANCIONAN CON FUERZA DE:

LEY

ARTICULO PRIMERO: Modifíquese el art. 29 del Decreto Ley 8.751/77, agregándose los siguientes párrafos:

 “  Podrán realizarse por ante el Juzgado Municipal de Faltas o ante el Intendente Municipal, mediante el funcionario público que se designe: Actas de Choque, Exposiciones Civiles y Certificación de Documentación en confronte con sus originales.  

Las actas y documentos que se obren conforme al párrafo segundo de este artículo, deberán estar firmados por el Juez de Faltas Municipal y la parte o partes solicitantes y en los Municipios en que no se haya creado el Juzgado de Faltas Municipales por el  Intendente y/o el Funcionario Público que este designe según el caso y la parte o partes solicitantes.

ARTICULO SEGUNDO: Agréguese al Decreto Ley 8.751/77 el artículo 29 bis, que quedará redactado de la siguiente forma: “ Por vía reglamentaria se establecerá el formulario tipo de Exposición Civil y de Acta de Choque. Las tasas y  derechos que se percibirán por la prestación de las nuevas competencias serán fijadas por los Concejos Deliberantes de Cada Comuna.

ARTICULO TERCERO: Agréguese al Decreto Ley 8.751/77, el artículo 29 ter que quedará redactado de la siguiente forma: 

“ El  Juez de Faltas podrá disponer, a pedido de parte, audiencias de conciliación como medio para la restauración de los conflictos sociales.

En la actividad restante y propia del Juez de Faltas, éste podrá, mediante resolución fundada, disponer de oficio audiencias de conciliación y mediación, como medio alternativo para la solución del conflicto.

En ambos casos, si se produjere el acuerdo, se labrará acta en la que se deberá hacer constar los términos del mismo, firmando el instrumento el Juez, el Intendente y/o el Funcionario Público autorizado según el caso y las partes. El Juzgado deberá comunicar el resultado de la mediación, con fines estadísticos, al Ministerio de Justicia.

En caso de incumplimiento de lo acordado, podrá ejecutarse el instrumento por ante el Juzgado en lo Civil y Comercial del departamento judicial con competencia en el lugar, o en el Juzgado de Paz según corresponda,  mediante el procedimiento de ejecución de sentencia regulado por el Código de Procedimiento Civil y Comercial de la Provincia de Buenos Aires.

ARTICULO CUARTO: De forma. 

Fundamentos

A los efectos de reasignar competencias, asegurar derechos, agilizar trámites, prevenir y eliminar  molestias que  afecten la tranquilidad y la convivencia pacífica de la población,

 Y Considerando: Que por ante las Dependencias Policiales se realizan trámites de orden administrativo como: exposiciones civiles, actas de choque, certificaciones, etc.. Estos instrumentos son de petición frecuente por los ciudadanos en sus contingencias diarias. 



Que problemáticas de las más variadas, como: abandono del hogar, cuestiones de pareja, de vecindad, quejas relativas a contingencias menores de la coexistencia comunitaria, cuestiones de menor cuantía, reclamos de usuarios y consumidores,  etc., dan lugar a manifestaciones unipersonales ante un funcionario público, denominadas exposiciones civiles. 



Que las vicisitudes propias del tránsito vehicular (como colisiones y daños sin lesionados) también derivan en la confección de un acta de choque ante  el mismo funcionario público. Que también es frecuente la certificación de documentos en confronte con sus originales.



Que por imperio del art. 979 del Código Civil  y su doctrina, estaríamos frente a instrumentos públicos que tienen la fuerza convictiva y probatoria que le asigna el art. 980 y conc. del Código Civil. 



Que sin perjuicio de la buena voluntad  y esfuerzo diario de los funcionarios policiales que prestan esta tarea, la misma a nuestro criterio, desnaturaliza las funciones propias de seguridad e investigación que marca la ley 12.155, como propias de las fuerzas de seguridad. ( En concordancia ley 12.145). 

Que estas funciones ( seguridad e investigaciones),  cuando se ven perturbadas por otras actividades de orden administrativo, con el agravante de poder realizarse ante otros organismos propios del Estado Comunal como el Juzgado de Faltas Municipal, terminan por afectar a toda la ciudadanía que se ve privada de hombres de seguridad  o investigación al servicio de su protección.

Que por estos motivos  entendiendo que sería beneficioso para la comunidad contar con un Area en la Administración Comunal, que con estructura y capacitación adecuada pueda recibir y atender a los vecinos en estas problemáticas.

Que en el organigrama de las Municipalidades y en especial en los  Juzgados de Faltas Municipales, se cuenta con  abogados, funcionarios públicos y  personal avezado en tareas de tránsito y vecinales, lo que facilitaría la mejor prestación del servicio  de competencia compartida.

Que por otra parte las atribunciones e institutos que prevé la ley 11.430 y su decreto reglamentario, ponen en cabeza de la autoridad de aplicación la realización de actas con características y efectos propios a las que se realizan en las dependencias policiales. ( Ver. Entre otras art. 141 de la ley 11.430 y 145 del decreto reglamentario, art. 38, 39, 40 y conc. Del Código de Faltas Municipales.).

Que ahondado más,  el funcionario actuante y a pedido del  exponente podrá citar a la parte o partes referenciadas en su exposición a los efectos que realice, si presta conformidad o es su deseo,  exposición de igual tenor.

Que también ha pedido de parte y mediando aquiescencia podrá realizar una audiencia de conciliación con finalidad restaurativa del conflicto social. El convenio que ambas partes suscriban podrá presentarse frente a la justicia en caso de incumplimiento para su ejecución.

Que la conciliación y la mediación son herramientas legales para la solución pacífica de los conflictos sociales y por lo tanto no deben ser ajenas a la actividad del Estado Comunal. 

Estas herramientas permiten alcanzar de forma efectiva fines y derechos constitucionales como: la consolidación de la paz interior, el bienestar general, el respeto hacia el derechos de los demás y la convivencia pacífica como medio para el mejor desarrollo de la personalidad. ( Ver preámbulo de la Constitución Nacional, art. 75 inc. 22 de la CN, art. XXVIII y XXIX de la Declaración Americana de los Derechos del Hombre, entre otros). 

Que la competencia de los órganos municipales resulta de la Constitución Provincial, las Leyes dictadas en su consecuencia y las ordenanzas municipales (ver art. 3º de la Ord. Gral. 267), siendo perfectamente viable modificar la legislación actual para agregar nuevas competencias.

Que por otra parte y en aplicación supletoria, el Juez de Faltas se ve remitido al Código de Procedimientos Penal y éste, en su inteligencia con la ley provincial 12.061, ha previsto estos institutos restaurativos del conflicto.

Que por lo dicho la conciliación y la mediación son competencias necesarias a un Estado Moderno ocupado por la mejor calidad de vida de sus administrados.

Que por otra parte el monto de la tasa que se fije por la confección de estos instrumentos ingresará a las arcas de las Comunas, permitiendo solventar los costos de los insumos básicos que la tarea demandaría.

